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LA REVOLUCIÓN BOLIVIANA Y LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA 

 

    Fernando Mayorga   

 

Alguien señaló alguna vez, y con acierto, que el siglo XIX boliviano concluyó con la 

revolución de 1952. Una  revolución que se gestó durante tres décadas, aquellas que 

transcurren entre la guerra del Chaco (1932-1936) y la insurrección del 9 de abril de 1952, 

y que inauguró un complejo proceso de gestación de un nuevo orden político que, después 

de doce años y tres gestiones gubernamentales al mando del MNR, concluyó con un golpe 

de estado en 1964 que dio inicio a un ciclo militar que se extendió por casi dos décadas. 

 

La revolución modificó profundamente la composición de -y las relaciones entre- las clases 

sociales. El bloque social dominante compuesto por la burguesía minera y los latifundistas 

fue desarticulado; la clase obrera adquirió mayor protagonismo y surgieron los campesinos 

como actores sociales interpelados como base popular del nuevo bloque social comandado 

por la pequeña burguesía urbana con un proyecto de formación del Estado Nacional y de 

constitución de burguesía nacional.  

 

La revolución transformó radicalmente el orden de las cosas, particularmente en relación al 

rol del Estado en la economía y en el carácter de las relaciones de producción en el campo, 

mediante la nacionalización de las minas y la reforma agraria. Las consecuencias políticas 

de estos cambios fueron también profundas porque se erigió un nuevo Estado y se 

configuró otra sociedad civil y las relaciones entre el Estado y la sociedad civil se 

caracterizaron por la ampliación de la participación electoral mediante la implementación 

del voto universal y el protagonismo político del movimiento obrero y campesino a través 

de organizaciones sindicales con enorme capacidad de representación de las demandas 

sociales y con incidencia en las decisiones del partido de gobierno. El MNR se convirtió en 

la fuerza hegemónica de un sistema político que adoptó un esquema institucional 

virtualmente unipartidista y que se reprodujo al influjo del nacionalismo revolucionario 

convertido en ideología dominante en el espacio de discursividad política. 
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El Estado del 52, entonces, se formó con un patrón de acumulación signado por el 

protagonismo estatal en la minería y con un  patrón de hegemonía caracterizado por la 

presencia de sectores populares como base social de apoyo a través de organizaciones 

sindicales vinculadas al partido de gobierno, sometido a disputas entre líderes y fracciones. 

 

Aunque antes de la insurrección de 1952 existieron esfuerzos para conformar entidades 

sindicales obreras de carácter nacional y se organizaron algunos sindicatos campesinos en 

los valles, sobre todo en Cochabamba, la revolución trajo consigo dos hechos novedosos e 

importantes que definieron la participación política de los sectores populares en las décadas 

posteriores:  

 

a) la creación de la Central Obrera Boliviana, entidad matriz de los trabajadores bajo la 

vanguardia del proletariado minero, convertida en factor de poder con una cualidad 

representativa que trascendía el convencional rol reivindicativo de los sindicatos y que 

se tradujo en la conformación de un esquema de co-gobierno con el MNR durante los 

primeros años de la revolución nacional.  

 

 

b) la conformación de sindicatos campesinos agrupados en poderosas instancias 

intermedias de carácter regional –como las centrales campesinas, bajo el mando de 

dirigentes locales- y débiles instancias departamentales y nacionales –como la 

Confederación Nacional- vinculadas al partido de gobierno y sometidas a sus disputas 

internas. El sindicalismo campesino se constituyó en una fuerza de movilización política 

que definió el curso de la reforma agraria, en una base de apoyo electoral masivo y en un 

mecanismo de control estatal y de represión de los sectores opositores al régimen a través 

de milicias armadas, sin embargo, presentaba rasgos disímiles en su faceta organizativa y 

en su rol de mediación estatal de acuerdo a las peculiaridades  regionales de la problemática 

agraria. 
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Aparte de estas diferencias en el plano organizacional –centralidad obrera vs. faccionalismo 

campesino- existían posturas ideológicas contradictorias puesto que los trabajadores 

mineros enarbolaron propuestas de revolución socialista mientras que la mayoría de las 

organizaciones campesinas fueron adoptando posiciones anticomunistas. 

 

La participación política, en el transcurso de los doce años de la revolución nacional 

presenta como rasgo central el desplazamiento de los sindicatos obreros, particularmente 

minero, como factor de poder por el sindicalismo campesino como base social de apoyo al 

Estado. La figura del cogobierno entre MNR y COB, durante los primeros años de la 

revolución, dio paso a gobiernos surgidos mediante procesos electorales que sancionaban 

las decisiones asumidas en las convenciones nacionales del partido de gobierno puesto que 

no existía un sistema competitivo de partidos y la votación, sobre todo campesina, era 

ampliamente favorable al MNR, en cuyo seno se  definía la disputa  por la sucesión 

presidencial a través de una pugna por el liderazgo entre Paz Estenssoro, Siles Suazo, Juan 

Lechín y Walter Guevara Arze, cuyas querellas influyeron en las relaciones entre los 

sindicatos y el Estado, provocaron enfrentamientos entre sectores sindicalizados o 

promovieron su división.  

 

En este trabajo evaluamos las aristas de la participación política en el proceso de la 

revolución nacional considerando dos momentos:  

 

a) el período prerrevolucionario que transcurre entre la posguerra del Chaco y la 

insurrección de 1952 haciendo énfasis en la conformación de nuevos partidos 

políticos, la emergencia de nuevos sujetos políticos en el marco de la disputa 

discursiva en torno al carácter y contenido de la revolución y la combinación de 

múltiples tácticas por parte del MNR como parte de la construcción de la 

hegemonía del nacionalismo revolucionario. 

 

b) el período post-revolucionario que corresponde a los gobiernos del MNR entre 1952 

y 1964, haciendo hincapié en las transformaciones en las relaciones entre el Estado 

y los movimientos sociales emergentes, particularmente obrero y campesino, que 
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permiten distinguir diversas modalidades de participación política que transitan de 

la influencia sindical en la adopción de las medidas revolucionarias a la cooptación 

estatal. En este contexto, caracterizamos el orden político emergente a partir de 

considerar cuatro aspectos: instituciones, procesos, actores y discursos políticos, 

como expresiones de las transformaciones políticas provocadas por la revolución: 

 

 

1. EL PERIODO PRE-REVOLUCIONARIO: CONSTRUCCIÓN DE 

HEGEMONÍA DEL NACIONALISMO REVOLUCIONARIO (1936-1952) 

 

La derrota en la guerra del Chaco agudizó una crisis ideológica que se expresó en el 

debilitamiento de los partidos tradicionales de raigambre liberal, la emergencia de sectores 

antioligárquicos en el ejército y la conformación de nuevas organizaciones políticas de 

signo marxista y nacionalista en la pequeña burguesía urbana.  

 

El denominado “socialismo militar” que se inició en el gobierno de Toro, en cuya gestión 

se nacionalizó la Standard Oil, se creó el ministerio de Trabajo y se promulgó el Código del 

Trabajo;  las medidas estatistas dictadas por Busch, como la obligatoriedad de entrega de 

divisas de la exportación de minerales, y varias acciones desplegadas en el gobierno de 

Villarroel, con el apoyo de la logia militar Radepa que asumió el poder mediante un golpe 

de estado con el MNR, pusieron en evidencia la crisis de legitimidad del Estado cuyas 

expresiones partidistas de raigambre liberal perdieron su capacidad de mediación política. 

 

Así, se produjo la fundación de nuevos partidos políticos que expresaban la emergencia de 

nuevas propuestas ideológicas –como la revolución socialista- y nuevas identidades 

políticas –como la clase obrera-. El POR fue fundado en 1934 y jugó papel importante en la 

organización del proletariado minero y en la difusión del pensamiento marxista, 

esgrimiendo una interpelación clasista que se resumía en una propuesta de revolución que 

combinaba “la revolución democrático-burguesa, que se fisonomiza(ba) por la guerra y el 

alzamiento campesinos y la revolución proletaria que se fisonomizaba por la insurrección 

obrera. (Un) proceso revolucionario (que) en su conjunto (debía ser) dirigido por el 
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proletariado” (en Monroy Block 1981: 63-65). En 1940, se fundó el PIR con una 

interpelación clasista y una concepción etapista que privilegiaba el cumplimiento de tareas 

de modernización capitalista –como fase democrático-burguesa- como condición para la 

revolución comunista. Por su parte, el nacionalismo se expresó en la creación de FSB en 

1937, inspirada en el falangismo español y en el anticomunismo, que postulaba la creación 

de un “nuevo Estado boliviano” de signo corporativo y en el MNR, fundado en 1941, con 

un discurso que interpelaba al pueblo como sujeto  revolucionario constituido por las clases 

medias, los obreros y los campesinos a partir de establecer una contradicción entre el 

pubelo y la oligarquía. Su programa de principios criticaba la democracia liberal y el 

seudosocialismo y enarbolaba la consolidación económica del estado y la soberanía del 

pueblo frente al superestado minero.  

 

En suma, se desarrollaron interpelaciones populares y antioligárquicas, clasistas y 

nacionalistas que pusieron en juego nuevos elementos ideológicos (soberanía, democracia y 

revolución) en un campo de disputa discursiva que fue testigo de la irrupción de nuevos 

sujetos políticos: la clase obrera y los campesinos/indios, que eran convocados en las dos 

consignas que pasaron a ocupar un lugar central en los discursos contestatarios: “minas al 

Estado y tierra a los indios”.  

 

La hegemonía del discurso del nacionalismo revolucionario, esto es, la articulación de los 

diversos elementos ideológicos alrededor de un principio hegemónico provisto por el 

MNR, se construyó  a través de la combinación de variadas prácticas sociales entre las 

cuales privilegiamos algunos momentos y hechos: 

 

- En relación a la pequeña burguesía urbana: la labor opositora de una bancada 

parlamentaria nacionalista y el rol del periódico La Calle (1936) con influencia en la 

sede gobierno y, principalmente, en las filas de los excombatientes del Chaco que 

fueron la base de la fundación del partido en 1941. 

-  

- En relación a la clase obrera: en primer lugar, la denuncia de la masacre de Catavi a 

fines de 1942 por parte de parlamentarios del MNR –entre los que sobresalía Paz 
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Estenssoro- que permitió al MNR disputar a los partidos de izquierda, particularmente 

al PIR, la influencia en los sindicatos mineros con una crítica al carácter antinacional de 

la burguesía minera y a las interpelaciones obreristas. Y en segundo lugar, la creación 

de la FSTMB en 1944 –durante el gobierno de Villarroel- con Juan Lechín Oquendo 

como principal dirigente estableciendo una mediación partidista en el seno del sector 

más importante de la clase obrera. 

  

- En relación a los campesinos/indios: la realización del primer congreso nacional 

indígena, en mayo de 1945, auspiciado por el gobierno de Villarroel y organizado en 

gran medida por excombatientes militantes del MNR, que será el inicio de la 

desintegración del “aparato clientelístico administrado por medio del patrón y/ o los 

terratenientes, quienes controlaban el nexo del „estamento indio‟ con la sociedad” 

(Moore 1979:165) que  será ocupado por los excombatientes modificando las relaciones 

políticas entre los indios, la pequeña burguesía y la clase obrera. En ese evento, además, 

se dictó un decreto de abolición del pongueaje que catalizó la realización de varios 

levantamientos campesinos con la participación de sindicalistas mineros y militantes del 

MNR. 

 

Es decir, durante el gobierno de Villarroel (1943-1946), el MNR asume tareas en el 

gobierno y desde el aparato estatal promueve acciones de organización de los mineros y 

campesinos/indios sentando las bases de una acción hegemónica que se desplegará en los 

próximos años, a pesar de la proscripción del partido y el exilio de sus principales 

dirigentes, combinando métodos de lucha que incluyeron alzamientos armados que 

condujeron a una guerra civil en 1949 y su participación en procesos electorales, entre los 

que sobresale su victoria nacional en 1951, escamoteada mediante un golpe de estado. En 

1947, obtuvo apenas el 6% de la votación frente al 86% de los partidos tradicionales del 

liberalismo, mientras que en 1951, el MNR venció en las urnas con 43% de los votos, en un 

sistema electoral excluyente, por su carácter censitario, que se traducía en una participación 

que bordeaba los cien mil votos de una población cercana a los 3 millones de habitantes.  

La combinación de estas acciones organizativas, conspirativas, militares, político-

electorales e ideológicas explica el papel vanguardista del MNR en el proceso que concluye 
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en abril de 1952, sin embargo, la impronta de la revolución fue marcada por la decisiva 

participación de los obreros en los combates contra el ejército. La insurrección de abril de 

1952 fue fruto de las circunstancias como todo hecho histórico, empero, no es explicable 

sin la constitución de nuevos sujetos políticos, principalmente mineros y fabriles, quienes 

definieron el derrotero del golpe de estado que dio inicio al enfrentamiento y concluyó con 

la derrota del ejercito en manos de milicianos y obreros armados.  

 

Si estas fueron  las acciones desplegadas por el MNR, ¿cuáles fueron las características del 

discurso del nacionalismo revolucionario que le permitieron desarticular el discurso liberal 

y desplazar a los discursos clasistas de los partidos de izquierda . El discurso del MNR se 

articuló en torno a tres elementos: 

 

-la interpretación del proceso histórico boliviano como un conflicto entre dos tendencias: 

una tendencia antinacional que expresaba el coloniaje y la dominación foránea, y una 

tendencia nacional que representaba la independencia y la soberanía. 

 

-la caracterización de la sociedad de la época como una estructura semicolonial que se 

escindía en dos polos: la oligarquía conformada por la rosca minero-terrateniente como 

expresión de la tendencia antinacional, y el pueblo, constituido por las clases populares que 

eran objeto de explotación y dominio oligárquico y que representaba a la tendencia 

nacional. 

 

- la definición de la revolución boliviana como revolución nacional, es decir, 

antioligárquica y anticolonialista, cuyo objetivo era la emancipación del país como 

resultado de la acción política de obreros, campesinos y clases medias, partes 

indiferenciadas del pueblo, interpelado como sujeto de la revolución en una progresión 

imaginaria: la masa se subleva como pueblo en nombre de la nación que se cristaliza en 

un Estado soberano.  

 

En suma, la revolución nacional era planteada a partir de la contradicción general entre 

oligarquía y pueblo y no a partir de las contradicciones de clase puesto que la concepción 
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nacionalista se refería al conjunto de las relaciones de dominación y no a las relaciones de 

producción. Como escribió Walter Guevara en el Manifiesto a los Electores de Ayopaya: 

“la revolución nacional no niega la lucha de clases, pero no se funda en ella”. Sin embargo, 

los obreros y los campesinos definieron el sentido de la revolución. Los obreros derrotaron 

al ejército cuando un golpe de estado urdido por el MNR se transformó en insurrección 

popular y el debate en torno a la nacionalización de las minas se circunscribió al 

otorgamiento o no de indemnización a los barones del estaño y a las características del 

control obrero en las empresas. Las movilizaciones campesinas se multiplicaron y 

extendieron y definieron el curso de la reforma agraria mediante ocupación de haciendas y 

expulsión de latifundistas forzando al nuevo régimen a dictar el decreto correspondiente a 

pesar de las presiones de la clase terrateniente para mantener el status quo en el campo. La 

revolución no fue la aplicación del programa electoral presentado por el MNR en 1951 sino 

el resultado de la movilización política de los actores populares, cuya acción, sin embargo, 

se desplegó enmarcada en la hegemonía del nacionalismo revolucionario. 

 

2. PERIODO POST-REVOLUCIONARIO: DEL COGOBIERNO MNR-COB AL 

PACTO MILITAR CAMPESINO (1952-1964) 

 

El discurso del nacionalismo revolucionario, a partir de privilegiar la contradicción entre 

nación y antinación, entre pueblo y rosca, interpeló un sujeto político de carácter 

interclasista que era portador de un proyecto con metas generales, tales como, la 

independencia económica y la formación del Estado Nacional, empero, una vez destruido el 

Estado oligárquico liberal y sustituido por un nuevo orden económico y político entraron en 

contradicción los intereses de las distintas clases sociales y el Estado se convirtió en el 

actor que establecía el carácter nacional o antinacional de los distintos grupos y clases 

sociales, al principio bajo una lógica que contrapuso revolución nacional y 

contrarrevolución oligárquica y, posteriormente, nacionalismo vs. comunismo. Es decir, el 

Estado definía el carácter de la participación política de los movimientos sociales. 

 

Para el nacionalismo revolucionario convertido en ideología estatal, la expresión histórica 

de la nación era el pueblo, conformado por una alianza de clases y sectores sociales 



 10 

subalternos. Si lo nacional era pensado en términos de homogeneidad, porque ningún actor 

tenía valor positivo al margen de la nación; lo popular era concebido como algo 

heterogéneo pero su diversidad era aparente porque el Estado, como epítome de la nación, 

le proporcionaba coherencia y unidad. Es decir, el pueblo estaba compuesto por diferentes 

sectores sociales que en el seno del programa nacionalista no tenían relaciones antagónicas 

sino diferencias, puesto que su diversidad era uniformada bajo un proyecto estatal. Era su 

relación con el Estado lo que definía el carácter nacional o antinacional de una clase social, 

porque al situarse al margen de la pertenencia a la unidad ahora expresada en el Estado, 

cualquier sector, grupo o persona pasaba a ocupar el polo antinacional. La nación antes 

personificada en el pueblo pasó a ser/estar representada por el Estado y los intereses 

clasistas definieron las formas de vinculación de los movimientos sociales con el Estado en 

una lógica creciente de pacto –en el caso del movimiento campesino- y en una lógica 

creciente de enfrentamiento –en el caso del movimiento obrero- como facetas contrapuestas 

de un ciclo que culminó en 1964 con un golpe militar.  

 

La participación política en los doce años de la revolución nacional estuvo marcada por la 

modificación de las bases sociales de apoyo a los gobiernos del MNR. Aunque en cada 

gestión gubernamental se pueden establecer variaciones en las relaciones entre el 

movimiento obrero y campesino y entre estos actores y el Estado, es posible establecer dos 

fases en este período.  

 

Una primera fase, entre la insurrección y mediados de la gestión del gobierno de Siles 

Zuazo (1957-1961), caracterizada por el protagonismo de la COB y la influencia de los 

sindicatos obreros y campesinos en las decisiones estatales y en las pugnas en el partido de 

gobierno.  

Una segunda fase que se inicia con la ruptura del cogobierno MNR-COB y se caracteriza 

por el aislamiento de la clase obrera y su desplazamiento por los sindicatos campesinos 

como base de apoyo del Estado en confluencia con el creciente protagonismo que adquiere 

el ejército y que culmina con el golpe de Estado de 1964.  
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Un factor que influyó en las características del proceso es la pugna entre líderes del partido 

de gobierno que se inició en 1957 con el enfrentamiento entre Siles, como presidente de la 

república  y Lechín, como dirigente de la COB-, continuó con la división en las filas del 

MNR y la competencia intrapartidista y electoral en 1960 entre Guevara Arze y Paz 

Estenssoro como expresiones de derecha (MNRA) e izquierda que acentuaron la división 

entre los campesinos, sobre todo en los valles cochabambinos, y se agudizó en 1964, con la 

ruptura de los otros tres líderes con Paz Estenssoro a raíz de su reelección presidencial y el 

surgimiento de fuerzas de derecha e izquierda desprendidas del tronco del partido de 

gobierno, como el PRA y el PRIN. El golpe de estado que dio fin con el ciclo de la 

revolución nacional fue conducido por el candidato vicepresidencial del MNR, el Gral. 

Barrientos Ortuño, y la caída de Paz Estenssoro se produjo ante la inercia de su partido, la  

inmovilidad de los sindicatos y la complicidad de los otros líderes de la revolución que 

algunos pensadores nacionalistas definieron como “restauración oligárquica”.  

 

Otro elemento determinante fue provisto por el carácter de las medidas adoptadas por los 

gobiernos que definieron el curso de las alianzas y rupturas entre movimientos sociales y el 

Estado. La nacionalización de la minería y la creación de COMIBOL sentó las bases de un 

poderoso  sindicalismo minero que tenía como único interlocutor al Estado que, a su vez, 

dependía de los ingresos generados por la exportación de minerales. Este hecho le 

proporcionó al proletariado una importancia cualitativa y lo convirtió en el principal 

referente de la acción gubernamental. Este protagonismo fue más evidente en los cuatro 

primeros años de la revolución, puesto que, a partir de 1956, el ejercicio del voto universal 

le otorgó preponderancia al movimiento campesino como sostén de apoyo a los gobiernos 

del MNR, una preponderancia cuantitativa nada desdeñable considerando que en las 

principales ciudades, el MNR perdió las elecciones frente a FSB.  

 

La ejecución de la reforma agraria con un sentido individualista, desplazando las 

propuestas de cooperativización del agro de los sindicatos obreros, debilitó la posibilidad 

de una alianza obrero/campesina, sentó las bases de un acuerdo campesino con el Estado y 

redujo la influencia de la izquierda obrera y partidista en el sindicalismo campesino, a pesar  

que en el inicio de la gestión de Siles Zuazo se produjeron acciones convergentes como el 



 12 

pacto campesino/minero entre sindicatos de Ucureña y Catavi en 1957. Si la divergencia 

entre campesinos y obreros fue producto del carácter asignado a la reforma agraria, el Plan 

de Estabilización Monetaria aplicado a partir de 1957 provocó la ruptura entre la COB y 

Siles Suazo y el inicio del fin de esquema de cogobierno entre los sindicatos obreros y el 

Estado, por las consecuencias económicas negativas para los obreros y por el 

cuestionamiento a la presencia de ministros obreros sin lazo orgánico con la COB.   

 

Paralelamente, la reorganización del ejército con apoyo norteamericano y las nuevas tareas 

de “acción cívica” asumidas por las FFAA en el marco de la Alianza para el Progreso 

culminó en la convergencia anticomunista y antiobrera del pacto militar-campesino. El 

ejército de la revolución nacional terminó disparando contra los mineros en 1965 y 1967 y 

los sindicatos campesinos fueron el sustento del régimen de Barrientos.  

 

3. POLITICA Y PARTICIPACION EN LA REVOLUCION NACIONAL 

 

La política es una articulación dinámica de instituciones, procesos, actores y discursos que 

presentan diversos grados de interdependencia recíproca; la revolución del 52 modificó 

sustantivamente esos componentes y su interrelación a partir del establecimiento de un 

nuevo orden o sistema político que presentaba las siguientes características: 

 

a) la existencia de lógicas disímiles en la dimensión institucional, porque la 

legitimidad del Estado del 52 se sustentaba en los sindicatos obreros y campesinos y 

sus milicias armadas que remplazaron al ejército como aparato de coerción y en un 

partido hegemónico en cuyo seno se definía la alternabilidad en la presidencia y que 

consolidó su poder a través de procesos electorales mediante la ampliación del 

derecho a sufragio con la implementación del voto universal a partir de 1956. El 

golpe de Barrientos en 1964 culmina un proceso de exclusión de la COB del espacio 

político y refuerza la subordinación de los sindicatos campesinos al Estado. 

 

b) la emergencia de nuevos actores en el espacio político, particularmente del 

movimiento obrero y el movimiento campesino. En el caso de la clase obrera, con 
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una forma organizativa unitaria y centralista que aglutinaba los sindicatos de 

diversas ramas en la Central Obrera Boliviana, con capacidad de influencia en la 

adopción de las medidas de transformación revolucionaria porque se constituyó en 

el principal actor de interlocución para el Estado debido al grado de cohesión 

orgánica, conciencia política e importancia económica estratégica de los 

trabajadores mineros. Por su parte, el movimiento campesino adoptó el sindicato 

como forma organizativa general pero bajo una lógica faccionalista y con 

preponderancia de liderazgos regionales  de tipo cacical en un vínculo multiforme y 

heterogéno con el Estado, las tendencias del  partido de gobierno y la COB. 

 

c) la resolución de los procesos políticos en los primeros años de la revolución 

mediante el cogobierno entre el MNR y la COB, cuya ruptura se tradujo, a partir de 

1957, en el desplazamiento de los trabajadores mineros por los campesinos como 

base social de apoyo al Estado, paralelamente a la reorganización del ejército y al 

desarme de las milicias armadas, desplazando el proceso decisorio a la pugna entre 

tendencias y líderes del partido de gobierno.  

 

d) la hegemonía del discurso del nacionalismo revolucionario convertido en ideología 

estatal en cuyo seno discurrían las diversas expresiones políticas de izquierda y de 

derecha y se definían los límites y las posibilidades de la participación de los actores 

sociales y políticos. 

 

Instituciones y participación política  

 

La participación política tuvo dos modalidades institucionales: sindical, a través de una 

forma de organización de la acción colectiva obrera extendida a los diversos sectores 

sociales que se aglutinaron en la Central Obrera Boliviana que actuaba como factor de 

poder, y electoral, merced a la ampliación de la ciudadanía política mediante el 

establecimiento del voto universal a partir de 1956, cuya concentración en apoyo al MNR 

se tradujo en un sistema virtualmente unipartidista en cuyo seno se dirimían las alianzas 

entre las diversas corrientes que pugnaban por la orientación del sentido de la revolución y 
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por el acceso a empleos en el aparato estatal por parte de sectores de la pequeña burguesía 

en una lógica de patronazgo político y porque la participación política a través del partido, -

en una tercera modalidad- expresaba el sentido que asumió la política como un medio de 

movilidad social para  militantes, dirigentes y brokers sindicales. 

 

La insurrección desmanteló provisionalmente al ejército y el poder conseguido con las 

armas fue formalizado con el reconocimiento de la victoria electoral del binomio Paz-Siles 

en los comicios de 1951. Un reconocimiento circunscrito a las figuras del presidente y 

vicepresidente, puesto que el parlamento dejó de funcionar hasta que se convocaron a 

elecciones generales en 1956 bajo la vigencia del voto universal. Una vez que se amplió la 

participación política de los sectores populares, sobre todo campesinos, se definió la  

disputa política mediante la consulta electoral en un ejercicio del voto que sancionaba 

legalmente las decisiones asumidas en las convenciones del partido de gobierno en lo 

relativo a la sucesión presidencial y la conformación de listas parlamentarias. La adopción 

de un sistema de representación proporcional y la modalidad de lista completa de 

parlamentarios reforzó el control partidista sobre las mediaciones sindicales y otorgó mayor 

poder al candidato presidencial, una vez dirimidas las pugnas en las convenciones 

nacionales del partido de gobierno. 

  

En el seno del MNR se dirimían las disputas por el liderazgo, la pugna entre tendencias 

ideológicas, la querella por el acceso a cargos públicos y el establecimiento de redes 

clientelares con caciques sindicales y regionales. Aunque, como señala Malloy, ni el Estado 

ni el partido tenían control sobre la movilización política desatada con la revolución, el 

MNR era la única organización política que manejaba el aparato estatal y tenía un relativo 

control de las organizaciones sindicales, sobre todo campesinas, creadas desde el flamante 

Ministerio de Asuntos Campesinos. Militantes de partidos de izquierda que eran rivales del 

MNR en el período prerrevolucionario se sumaron a sus filas bajo una lógica de “entrismo” 

o participaron en algunas comisiones, como la Comisión de Reforma Agraria, mientras que 

la mayoría de los dirigentes sindicales eran militantes del partido de gobierno, incluido el 

secretario ejecutivo de la COB, y algunos dirigentes fueron nombrados ministros. A esta 

modalidad de participación, mediada por el partido y el sindicato, se sumó la participación 
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electoral de sectores antaño excluidos y se tradujo en una evidente hegemonía del MNR en 

los tres comicios realizados en el período de la revolución nacional. 

 

Los datos electorales expresan nítidamente este panorama:  

 

Casi 1‟120.000 inscritos en 1956, más de un millón de votos emitidos en 1960 y casi 

1‟300.000 en 1964.  El MNR obtuvo el 82% en 1956,  entre el MNR de Paz y el PMNRA 

de Guevara se distribuyeron el 89% de los votos en 1960 y el MNR de Paz Estenssoro ganó 

en 1964 con 86% de los votos,  con abstención del PRA de Guevara y el PRIN de Lechín. 

 

Finalmente, el  carácter centralista del estado no fue modificado aunque tuvo que someterse 

a una lógica centrífuga del poder debido a la fuerza política que adquirieron algunos 

dirigentes campesinos y caciques regionales, convertido en brokers que tenían, empero, 

intereses propios y utilizaban su poder para negociar con el presidente de turno o influir en 

las estrategias de los líderes en disputa.  

 

Otra novedad de la participación política de los sindicatos es la existencia de milicias 

armadas que actuaron como aparato estatal en defensa de la revolución ante los intentos de 

golpe de estado de los sectores reaccionarios. Se conformaron milicias sindicales y 

regimientos campesinos y en el comité ejecutivo de la COB existía una cartera de Milicias 

Sindicales. En los primeros años de la revolución, las milicias eran la demostración del 

poder de los sindicatos y del apoyo al gobierno en los eventos conmemorativos, sin 

embargo, más adelante, las milicias campesinas adquirieron mayor protagonismo por los 

enfrentamientos entre facciones sindicales y porque fueron utilizados como fuerza punitiva 

y aparato represivo del estado para romper o evitar huelgas de sectores asalariados urbanos 

como maestros y médicos o como amenaza de intervención en los campamentos mineros 

regiones controladas por caciques opuestos al gobierno de turno.  

 

Procesos políticos y participación 
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En los primeros años de la revolución, los procesos políticos se definían en el marco del 

cogobierno entre la COB y el MNR aunque, posteriormente, la ruptura del cogobierno dio 

paso a una alianza entre el Estado y los campesinos, con un papel cada vez más creciente 

del ejército en el escenario político, al punto de influir en la nominación de candidato 

vicepresidencial del MNR (Barrientos) en 1964.  

 

La presencia de la COB en el gobierno fue resultado de la decisiva participación de los 

mineros en la insurrección, porque el golpe de estado organizado por el MNR se transformó 

en un levantamiento popular cuya victoria militar modificó las relaciones entre los actores 

sociales y políticos. Uno de los resultados más importantes de este hecho fue la 

participación directa  de los sindicatos en el poder político a través de la presencia orgánica 

e institucional de la COB en los gobiernos del MNR desde abril del 52 hasta 1957 (Lazarte 

1988:121) con la designación de ministros obreros (primero tres y, luego, cinco miembros) 

que, empero, eran militantes del partido de gobierno.  

 

Esta situación sacó a relucir varios problemas tales como el mecanismo de designación de 

los ministros obreros (nombramiento presidencial o sindical), el control sindical sobre su 

labor en el gabinete (rendición de cuentas a los ampliados de la COB o acatamiento a las 

instrucciones del partido) y la canalización de las demandas sectoriales en desmedro de las 

metas políticas de la COB, puesto que, de manera paulatina, se manifestó la tendencia a una 

presencia corporativa de los ministros obreros en representación de su sector 

contradiciendo las líneas políticas de carácter general. Si el ámbito estatal era un espacio de 

pugna entre el partido y la central obrera respecto al sentido de las medidas revolucionarias, 

el espacio sindical era un ámbito de disputa entre las tendencias ideológicas del partido de 

gobierno, entre lechinistas (de izquierda) y silistas (de derecha) que concluirá con ua virtual 

ruptura del cogobierno después de la implementación del Plan de Estabilización Monetaria 

de 1957 y el intento  gubernamental de sustituir a la COB como interlocutor, primero 

mediante la formación de un “bloque reestructurador” que inmovilizó a la COB por un 

largo tiempo y después con el intento de conformación de la COBUR en el segundo 

gobierno  de Paz Estenssoro. Ambos intentos fracasaron aunque evidenciaron el deterioro 

en las relaciones entre el movimiento obrero y el Estado. 
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El cogobierno entre MNR y COB fue tematizado como poder dual, sin embargo, al margen 

de la participación política de los sindicatos en las decisiones gubernamentales, sobresale la 

imbricación entre organizaciones sociales y el partido de gobierno expresada en el carácter 

ambivalente de la representación obrera en el gabinete ministerial, puesto que los ministros 

obreros eran militantes del MNR así como varios militantes del partido de gobierno 

ocupaban carteras en el comité ejecutivo nacional de la COB y muchos miembros de la 

COB eran miembros de la bancada parlamentaria del MNR como expresión de tendencias 

internas. El secretario ejecutivo de la COB fue ministro, presidente del senado y 

vicepresidente, el secretario general fue delegado campesino a la COB, ministro de asuntos 

campesinos y vicepresidente de la república, el secretario privado del  presidente era  

considerado ministro obrero e inclusive, cuando se produjo un impasse entre la COB y el 

gobierno de Siles, Paz Estenssoro, a la sazón embajador en Londres, fue invitado a ocupar 

el cargo de secretario ejecutivo de la COB
1
. Estos ejemplos ponen en evidencia el alcance 

hegemónico del partido de gobierno puesto que las disputas sobre el sentido de las medidas 

se dirimían también como parte de un juego interno matizado por las pugnas entre los 

líderes de la revolución. En suma, en la primer etapa de la revolución los procesos 

decisorios estaban sometidos a la negociación entre la COB y el partido de gobierno, 

(1952-1956), paulatinamente fue decreciendo la importancia de la COB a la par que en su 

seno se produjo la emergencia de dirigentes opositores al MNR y la presencia de partidos 

de izquierda –particularmente el Partido Comunista- en el comité ejecutivo elegido en 1962 

que empezarán a disputar al MNR el control de la COB. También, de manera paulatina, 

adquirirá mayor incidencia el apoyo campesino que tenía una presencia marginal en la 

COB
2
 y cuya instancia nacional de organización sindical –la Confederación Nacional de 

Campesinos de Bolivia- estaba sometida a las tendencias centrífugas provocadas por la 

existencia de caciques o líderes locales que actuaban como intermediarios entre sus bases y 

el Estado y participaban en el juego de pugnas internas entre los líderes del partido. La 

                                                 
1
 En el primer congreso de la COB, la comisión política adoptó el documento propuesto por el comité 

ejecutivo de la COB y aprobado previamente por el Comité Político Nacional del MNR. Sus miembros 

ocupaban u ocuparon cargos en el gobierno y en el parlamento en calidad de militantes del partido (Lazarte 

1988: 21) 
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importancia del apoyo campesino fue creciendo después de la institucionalización de las 

elecciones porque su participación cuantitativa era decisiva para sancionar en las urnas las 

decisiones que se asumían en las convenciones del MNR, mientras que paralelamente se iba 

gestando un vínculo entre los sindicatos campesinos y el ejército que, después de su 

reorganización, desplegó una labor de “acción cívica” de apoyo a poblaciones rurales. Entre 

el principio y el fin del ciclo de la revolución nacional se produjo, pues, un desplazamiento 

del cogobierno entre la COB y el MNR por el Pacto Militar Campesino y esa sustitución de 

la base social de apoyo al Estado expresa también el giro del debate entre revolución 

democrático burguesa y revolución socialista a la pugna entre nacionalismo y comunismo. 

El contenido popular de la revolución, expresado en la presencia de la COB como actor 

político, dio paso a un proyecto militar autoritario que excluyó a los sindicatos obreros del 

escenario político y se sustentó en el apoyo sindical y electoral de los campesinos.  

 

Actores políticos 

 

Con la revolución del 52 se acrecentó el protagonismo político de los obreros y se inició la 

participación de los campesinos en el espacio político institucional. En ambos casos,  el 

sindicato se convirtió en la principal modalidad de organización de la acción colectiva, 

aunque con un papel diverso definido por las relaciones con el partido gobernante y por las 

pugnas entre las tendencias y los líderes del MNR. 

 

La clase obrera y la COB 

 

La creación de la COB  fue el hecho político más notable del momento post-insurrecional. 

Fundada a los pocos días de la revolución, esta central sindical agrupó en su seno a diversos 

sectores bajo la hegemonía del movimiento obrero y su vanguardia minera, y adoptó un 

carácter peculiar puesto que no se limitó a la representación gremial y se constituyó en 

factor de poder, aunque en una compleja relación con el partido de gobierno. Su carácter 

unitario y centralizado era resultado de las reformas económicas dirigidas a potenciar al 

                                                                                                                                                     
2
 En el primer comité ejecutivo de la COB, el responsable de la cartera de asuntos campesinos no fue 

designado; en el segundo, fue elegido Ñuflo Chávez y en el tercero, Roberto Jordán, ambos militantes del 

MNR y no precisamente campesinos.  
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Estado que se convirtió en el único interlocutor del proletariado minero y de varios sectores 

sindicalizados y de una tradición de sindicalización obligatoria iniciada en los años 30. 

 

Su composición y funcionamiento propiciaron la existencia de nuevas pautas de cultura 

política que, durante varias décadas, definieron el comportamiento de diversos sectores de 

la sociedad civil. La influencia del movimiento obrero se expresó  en la generalización del 

sindicato como forma organizativa de los diversos sectores subalternos, la adopción de 

pautas de funcionamiento basadas en la democracia asambleísta y la reproducción de una 

visión estadolátrica que integraba lo social y lo político en el Estado. Otro elemento de 

cultura política que vale la pena resaltar es la existencia de pluralismo ideológico en sus 

filas e independencia sindical respecto a los partidos políticos, hecho que implicó la 

presencia de diversas corrientes o partidos  en el comité ejecutivo de la COB. 

 

El rasgo más sobresaliente fue su capacidad para representar y formular demandas 

generales respecto al sentido de las medidas revolucionarias (nacionalización de la minería 

sin indemnización o revolución agraria en vez de reforma agraria) que excedían los 

intereses gremiales de sus afiliados. Se trataba de la combinación de funciones de 

mediación y canalización de demandas con tareas de representación política e influencia en 

las decisiones gubernamentales, esto es, una función de poder que en las tres décadas de 

vigencia del Estado del 52 tuvo capacidad de influir en -o bloquear- las decisiones 

gubernamentales o rectificarlas. Esta capacidad estuvo ligada a su composición social. 

Aunque los mineros se convirtieron en la vanguardia de la COB, esta entidad desde su 

origen tuvo capacidad de representar tanto los intereses obreros como de trabajadores no 

asalariados y sectores de clases medias. Así, en su primer congreso, contaba con la 

representación de delegados obreros (mineros, fabriles, ferroviarios, constructores, 

chóferes, petroleros, harineros, gráficos y siringueros), delegados empleados (maestros, 

empleados particulares, empleados públicos, bancarios, telecomunicaciones, sanitarios, 

gastronómicos y porteros), delegados campesinos y delegados “especiales”( universitarios, 

artistas y escritores, estudiantes y  gremiales). Más de la mitad de los delegados eran 

representantes de la clase obrera y la tercera parte de estos eran mineros, el sector con 

mayor representación y con mayor presencia en el comité ejecutivo. Los delegados 
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representaban a federaciones o confederaciones nacionales que agrupaban a sindicatos 

organizados por rama de producción, empresa o actividad, mediante sindicalización 

obligatoria y unitaria que implicaba una adscripción automática a la COB y la 

imposibilidad de la existencia de otros sindicatos en una rama de actividad o empresa. Al 

articular a los diversos sectores subalternos y esgrimir demandas nacionales y no 

meramente corporativas, la COB adquirió una capacidad representativa de carácter político, 

aunque a medida que se debilitó el co-gobierno, esta entidad adoptó posiciones 

reivindicativas que expresaban su aislamiento respecto a otros sectores, cooptados por el 

partido de gobierno para debilitar al proletariado minero, el sector más afín a posiciones de 

izquierda y de crítica a la gestión gubernamental.  

 

Siguiendo a Lazarte, se pueden establecer dos momentos en el rol de la COB y su 

capacidad representativa: el momento del cogobierno, sobre todo entre 1952-1954, cuando 

“la central sindical se constituye en articulador de los sectores subalternos (y) su poder de 

irradiación se extiende a la clase media y al campesinado” ... y un segundo momento,  sobre 

todo después del fracaso de la huelga general de 1957 contra el Plan de Estabilización 

Monetaria, cuando “la COB vive su ostracismo obrero, replegada, en defensiva, y aunque 

intenta formular propuestas nacionales, su capacidad de recepción está fuertemente limitada 

a los sectores obreros, sobre todo mineros y fabriles, con una clase media ajena a sus 

discursos y un campesinado en conflicto con ella” (1988:196).   

 

Si la unidad programática y la orientación político-ideológica de la COB era provista por la 

vanguardia minera y en torno a  ella se articularon los demás sectores sociales obreros y no 

obreros, esta central sindical tuvo problemas para agrupar a los sindicatos campesinos, en 

cuya organización jugaron un papel importante tanto la COB como el MNR a través del 

flamante Ministerio de Asuntos Campesinos. Consideraciones ideológicas que se traducían 

en el desdén por la carencia de posiciones revolucionarias en el campesinado al influjo de 

una concepción marxista que subordinaba su papel a la acción de la clase obrera y 

permanencia de prejuicios culturales de carácter racista respecto a los indios fueron factores 

que sumados a la capacidad de cooptación estatal desplegada por el MNR respecto a los 
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líderes sindicales campesinos terminaron estableciendo una relación de extrañamiento que 

se convirtió, a la postre, en enfrentamiento.  

 

Los campesinos 

 

Si bien la participación campesino/indígena tiene un hito inaugural con la realización del 

congreso indigenal durante el gobierno de Villarroel y con las sublevaciones de la segunda 

mitad de la década de los 40 en torno a la supresión del pongueaje y demandas de tierra, 

acciones en las que –como aconteció en Ayopaya- se establecieron relaciones entre líderes 

campesinos, sindicatos mineros y militantes del MNR, después de la insurrección de 1952 

se iniciaron nuevas modalidades de movilización campesina  que adquirieron mayor 

intensidad en función de la demanda de tierra y en confrontación con los terratenientes. 

 

Después de la revolución, la participación política de los campesinos/indios, a diferencia de 

la clase obrera cuya unidad era consecuencia del rol de la economía estatal, se caracterizó 

por un carácter centrífugo debido a las modalidades específicas que, en cada zona,  

presentaban la propiedad hacendaria y las relaciones entre vecinos de los pueblos, peones 

de hacienda y piqueros, así como, la relación con las comunidades indígenas. Esto explica 

el carácter localista de las movilizaciones y el sesgo faccionalista que permeó la acción 

sindical campesina. José Rojas en Ucureña y Toribio Salas en Achacachi  fueron la 

expresión exacerbada de este rasgo predominante. Mientras a nivel local/regional las 

relaciones entre dirigentes y bases sindicales implicaban mayor autonomía del dirigente 

respecto al Estado y mayor control de las bases sobre el dirigente, a nivel nacional, las 

organizaciones campesinas eran mediaciones del partido hacia el Estado y eran ocupadas 

por militantes movimientistas. Es decir, el sindicalismo campesino se desplegó en una 

situación de tensión entre los intentos de cooptación del Estado a través de la creación de 

una Confederación Nacional de Campesinos, y los objetivos particulares de las centrales 

sindicales que, de acuerdo a las peculiaridades de la cuestión agraria en cada región, eran 

dirigidas por líderes campesinos con enorme predicamento en sus zonas de influencia y que 

establecieron lazos directos con el Estado o intervinieron en la pugna entre  corrientes del 

partido que, como señala Dandler, se manifestaba en dos proyectos contrapuestos: el sector 

conservador que consideraba al partido “como una organización mediadora entre el patrón 
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y sus colonos  y secundariamente como un instrumento político  ... a diferencia del sector 

de izquierda que ... proponía una movilización armada del pueblo considerando al sindicato 

obrero o campesino o como un instrumento esencialmente político” (1984:216).  

 

Pugnas que también se manifestaban en otro plano, aquel referido a la disputa entre la COB 

y su influencia sindical y el MNR, a través de sus comandos y la burocracia estatal. La 

clase obrera pretendía dirigir la movilización campesina bajo el supuesto del vanguardismo 

ideológico de los trabajadores mineros y su programa revolucionario, mientras que los 

comandos del partido pretendían encauzar la acción de los sindicatos campesinos hacia su 

subordinación al Estado. En ambos casos, la acción campesina era concebida en términos 

de subalternidad y con escaso grado de autonomía, aunque en realidad se produjo un 

resultado distinto sino contrapuesto, puesto que la movilización por la tierra adquirió 

dinámica propia en función de los intereses de los campesinos movilizados por cada 

facción sindical y el Estado no pudo controlar su accionar y a la larga el sindicalismo 

campesino no solamente se desligó de la COB sino que terminó enfrentando a la clase 

obrera a partir de posturas contrarias a la izquierda constituyéndose en el sustento social 

más importante del Estado cuando la revolución ingresó a su fase de declinación y se 

suscribió el pacto militar campesino y el Estado procedió al desarme de las milicias 

sindicales.  

 

Si bien el Estado promovió la organización de los sindicatos campesinos como aparato 

hegemónico y de las milicias como parte de la estructuración de un aparato represivo que 

contrarreste los intentos contrarrevolucionarios, el papel de los sindicatos agrarios adoptó 

rasgos peculiares a partir del sesgo impreso por sus líderes locales  tanto en la definición 

del curso de la reforma agraria en un proceso que, como ha estudiado Gordillo (1999) para 

el caso de los valles de Cochabamba, puso en juego diversos proyectos condensados en el 

debate en torno a “reforma agraria” vs. “revolución agraria” como en la disputa por el 

acceso a los mercados y en la relación con los vecinos de los pueblos.  Una vez dictado el 

decreto de reforma agraria en Ucureña el 2 de agosto de 1953, las organizaciones 

campesinas jugaron un rol complementario a la toma de tierras, expulsión de hacendados y 

ejercicio de autoridad en remplazo de los organismos gubernamentales; este rol, creciente 
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en el tiempo a medida que se consolida la reforma agraria, estuvo vinculado al apoyo al 

partido de gobierno en detrimento de las clase obrera que, después de 1957, ingresó a una 

fase de confrontación con el Estado. Los sindicatos campesinos actuaron como fuerza 

represiva en las ciudades para evitar o reprimir huelguistas o fueron utilizados como 

amenaza de intervención a los centros mineros.  Esta labor represiva de los sindicatos como 

brazo del Estado era la otra faceta de la hegemonía del partido de gobierno, puesto que los 

sindicatos campesinos eran, también, el mecanismo que aseguraba la votación campesina a 

favor de los candidatos del MNR que tenían en el campo un apoyo masivo. Un mecanismo 

para asegurar esta vinculación fue la incorporación de dirigentes campesinos como 

diputados y ministros. Sin embargo, esta presencia, a diferencia de los ministros obreros 

que eran representación de la COB, no era resultado de una vinculación general entre el 

movimiento sindical campesino y el Estado, sino una serie de pactos diversos con caciques 

o líderes locales. Es decir, existían dos niveles de intercambio político: un pacto general, 

entre campesinos y Estado traducido en “votos” por “tierra” y múltiples pactos particulares 

entre dirigentes campesinos y partido de gobierno traducidos en intercambio de “cargos y 

poder local” por “apoyo y milicias sindicales” como dos modalidades de clientelismo que, 

en el primer caso, ponía en juego elementos simbólicos –como el ejercicio primario de 

ciudadanía- que apuntalaban el beneficio material –tierra- y en el segundo caso, implicaba 

la existencia de relaciones utilitaristas entre dirigentes y líderes del partido que dio como 

resultado la multiplicación de disputas faccionales entre sindicatos campesinos que tuvieron 

como paradigma la denominada c´hampa guerra entre milicianos de Cliza y Ucureña, que 

actuaban al mando de líderes campesinos enfrentados que, a su vez, terminaron expresando 

las pugnas entre fracciones del partido de gobierno alineadas detrás de líderes que 

dividieron el partido en varias tendencias.  

 

Este faccionalismo permitió la intervención del ejército como fuerza pacificadora y factor 

de control estatal promoviendo la suscripción del pacto militar campesino que operaba 

como elemento de unificación, en contraste con la desestructuración de los vínculos 

orgánicos del movimiento campesino con el partido de gobierno enfrascado en una lucha 

interna que se tradujo en divisiones profundas que terminaron enfrentadas en los 

prolegómenos del golpe de estado de 1964. El proceso de la revolución nacional llegó a su 
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fin con la exclusión de la COB del espacio político y  la presencia subordinada del 

movimiento campesino al Estado ocupado por el ejército, iniciándose un ciclo militar que 

concluyó con la lucha por la democracia en un período de transición que terminó por 

desmantelar la base de apoyo del Estado del 52 con la creación de la CSUTCB y su ingreso 

a la COB. Pero esa es otra historia.  

 

       

 

  


